Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, queda abierta la sesión. 
(Es la hora 13 y 25 minutos) 


Corresponde continuar con la consideración del proyecto de ley relativo al Registro de Pensiones 
a crearse en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, Carpeta N* 875/2007, 
Distribuido N* 1868/2007. 


La Mesa recuerda a los miembros de la Comisión que ya se votó todo el articulado salvo los 
artículos 9, 10, 12 y 14, que tenían observaciones del señor Senador Lapaz. 


SEÑOR LAPAZ.- En cuanto al artículo 9%, cabe señalar que hasta 1992 era el Ministerio de Turismo y 
Deporte el que tenía a su cargo la competencia sobre los hoteles, pensiones, casas de inquilinato y todo 
tipo de fincas que reciban huéspedes. Posteriormente, fue el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente el que se hizo cargo de las pensiones, casas de inquilinato -y, diría también, de 
otras fincas que reciban huéspedes- entendiendo que el tema tiene más que ver con el uso como 
viviendas, que con el registro de turistas o huéspedes, es decir, con un uso ubicado dentro del área 
comercial. 


Precisamente, estuve dialogando con el señor Ministro de Turismo respecto de la consulta que yo 
había efectuado en la reunión anterior. 


En lo que tiene que ver con la Dirección Nacional de Bomberos, también había planteado una 
interrogante, porque la Ley N* 15.896 determina que la habilitación le corresponde a esa Dirección en 
todos los casos, salvo cuando la casa está destinada a un único núcleo familiar. Quiere decir que las 
Intendencias Municipales no podrán habilitar sin la previa autorización de la Dirección Nacional de 
Bomberos que, en algunos casos, puede extender un permiso provisorio de hasta seis meses. 


Queda aclarado, entonces, ese tema, pero habría que ver si es necesario mencionarlo en el 
artículo, teniendo en cuenta cómo está planteada ahora la redacción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La aclaración hecha por el señor Senador Lapaz corresponde a los artículos 9* y 
10, pero también se han postergado -reitero- los artículos 12 y 14. 


SEÑOR LAPAZ.- Así es, señor Presidente. 


En el caso de uno de ellos, el tema estaba en que se debía abonar determinada cantidad de 
Unidades Reajustables si los inquilinos contrataban el servicio por una cierta cantidad de días que iban 
hasta 15, pero no se hacía referencia al alquiler mensual, que es como en general lo hacen los estudiantes 
del interior. Entonces, se postergó ese artículo para hacer la averiguación correspondiente. 


SEÑORA XAVIER.- En cuanto a la observación que hace el señor Senador Lapaz de que no se hace 
referencia al contrato mensual, aparentemente no es así; lo que ocurre es que no comprendimos -creo- la 
redacción del artículo 12, que dice así: “A los efectos de la extinción del contrato, se considerará no pago 
regular del precio cuando se adeude la suma correspondiente a cinco días de alojamiento, si se estableció 
una forma de pago diaria; a doce días, si la forma de pago pactada fuere semanal, y a veinte días, si la 
forma de pago fuere quincenal”. Por supuesto puede haber otras formas de contratación; en un alquiler 
común, se consideran diez días. Lo que hace este artículo es brindar un beneficio adicional porque 
extiende el plazo del inquilino y lo deja igual, obviamente, que el del mensual. Muestra la deuda en 
equivalencia de días no pagos, pero no excluye al inquilino mensual. Simplemente, para formas menos 
prolongadas que la mensual, cuenta la deuda en días no pagados. 


SEÑOR ARANA.- En cuanto a lo que menciona la señora Senadora Xavier, quiero señalar que este 
proyecto de ley tiene como objetivo fundamental establecer un cierto ordenamiento en situaciones que 
suelen ser muy irregulares e injustas. 


No estamos hablando de pensiones estudiantiles que habitualmente se pagan por mes e, incluso, 
por todo el año lectivo, cuando se trata de muchachos que vienen a la capital a cursar carreras del nivel 
terciario que no existen en sus lugares de origen. Este artículo se refiere fundamentalmente a 
contrataciones que suelen ser breves: de una semana, de diez o de quince días. Claro está que puede 
haber algún tipo de concertación y la ley no tiene por qué impedirlo, pero la iniciativa está destinada a 
atender fundamentalmente las situaciones de personas aisladas y de familias -que es lo que se da más a 
menudo- monoparentales o constituidas por un matrimonio y sus hijos u otras personas a su cargo. Se 
trata de eliminar los peores excesos que algunos propietarios han tenido respecto a ciudadanos o 
ciudadanas que no pagaban lo estipulado día a día. Tengamos en cuenta que muchas de estas pensiones 
implicaban para la persona que podía usufructuarlas un monto equivalente al alquiler de una vivienda 
razonablemente equipada, porque se pagaba por día y por pieza. La situación dependía de la sensibilidad 
del propietario y de la responsabilidad de quienes estaban alquilando por día y por pieza una pensión. 
Recordemos que la llamada “ley del candado” -como se dice entre comillas y como todo el mundo la 
conoce- implicaba que el propietario tenía la posibilidad de quedar con las pertenencias de esa persona 
como garantía. 


De manera que esto está pensado para las situaciones más comunes dentro de este tipo de 
soluciones habitacionales, sobre todo en las capitales departamentales y, fundamentalmente, en 
Montevideo. 


SEÑORA XAVIER.- Esto no significa que aquel que contrata por tres días y no paga no esté en deuda, ni 
que el que contrate bimestralmente no esté en deuda cuando pasaron veinte días y no pagó. 


SEÑOR LAPAZ.- Estamos hablando de la extinción del contrato. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La exposición de motivos dice lo siguiente: “Asimismo, la “cuestión social' se está 
transformando cada vez más en una “cuestión policial”. En nuestro país esto se ve claro con la denominada 
“ley del candado”, aplicada a los ocupantes de pensiones con una activa participación policial. Se trata del 
artículo 307 de la Ley N* 14.106 (ley presupuestal), que consigna el derecho de retención del hotelero 
sobre los efectos personales del huésped, convirtiéndose muchas veces esto en un verdadero chantaje y 
atropello a los más desposeídos, privándolos de sus enseres más elementales”. Es decir que se trata de lo 
previsto por una Ley de Presupuesto. 


SEÑOR ARANA.- Justamente, antes de empezar la sesión estaba hablando con el señor Presidente de la 
Comisión acerca de que en la etapa del quiebre institucional constituimos un grupo de estudios urbanos y 
comenzamos por analizar, fundamentalmente, la situación de la Ciudad Vieja, no solo en cuanto a su 
patrimonio arquitectónico y urbanístico, sino también en cuanto a la situación social y ambiental. Incluso, se 
hicieron algunas publicaciones al respecto en el norte de Argentina, especialmente en Tucumán. Nos tocó 
analizar estas situaciones críticas y constatamos que esta era una de las demandas fuertes -estamos 
hablando de los años 1982 y 1983- de muchas de las personas que por razones económicas y sociales se 
veían obligadas a depender del ofrecimiento de alguna pensión, pero en condiciones muy leoninas ya que, 
de pronto, se quedaban solamente con la ropa de cama, de abrigo y pequeños equipamientos que podían 
llevar de aquí para allá. Esto lo padecían muchas familias e, incluso en el momento actual, puede ser 
bastante crítico. Recordemos que el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente está 
tratando de resolver la situación de muchas personas que por variados motivos -a veces el quiebre del 
núcleo familiar, enfermedades o problemas económicos muy serios- sufren esta angustia cotidiana. 


¿Cómo se ha actuado? Buscando ser relativamente equilibrados y haciendo los contactos, no 
sólo con los usuarios, sino también con los representantes de los propietarios. De manera que este 
proyecto de ley procura ser lo más equilibrado posible y trata de resolver situaciones muy angustiosas que 
se viven actualmente y que se vienen arrastrando desde hace mucho tiempo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Debo confesar que tengo algunas dudas en cuanto a lo que se entiende por 
extinción del contrato, es decir, el no pago regular del precio. En el caso de alquileres mensuales eso 
parece bastante común, por lo menos en las pensiones de estudiantes, pero recordemos que este es un 
contrato de hospedaje, por lo que queda excluido de la Ley N* 14.219. Esta norma prevé que en los casos 
mensuales, donde normalmente existen contratos porque los arrendamientos no se pactan verbalmente 
-recordemos que esto también lo tiene en cuenta el Código Civil- el atraso en más de diez días implica la 


mora. Como decía antes, normalmente esto se contempla en el contrato pero, de no ser así, se aplican los 
principios generales. 


Dado que aquí no se trata de un arrendamiento, creo que no estaría mal fijar cuándo se 
considera extinguido el contrato para los mensuales. Estimo que se podría diferenciar y prever la hipótesis 
de un pago mensual, lo que es muy común. Por ejemplo, si establecemos veinte días para los quincenales, 
podríamos fijar cuarenta días para los mensuales, tomando los diez días que normalmente operan. Me 
parece que esto no violentaría la iniciativa y distinguiríamos bien esta situación de la de un arrendamiento, 
dado que aquí se trata de una relación contractual absolutamente distinta, como lo es un contrato de 
hospedaje. 


SEÑOR ARANA.- Me pregunto si valdrá la pena hacer modificaciones después de un año y medio de 
consideración parlamentaria y luego de más de veinte que esta gente está pasando por estas situaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El proyecto de ley ya cuenta con media sanción. 


SEÑOR ARANA.- Por eso me pregunto si valdrá la pena. Por supuesto que el texto es perfectible y 
siempre se puede hacer algún agregado, pero pensemos que no lo demandaron los mismos propietarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin embargo, también es cierto que pueden llegar a plantearse problemas de 
interpretación. 


SEÑORA XAVIER.- Desearía que, eventualmente, corrijamos el texto más adelante. Prefiero contar con un 
marco legal que permita mejorar estas situaciones -lo dije en la sesión pasada, cuando el señor Presidente 
ya no estaba presente- que implican grandes penurias sociales. Incluso, comparto lo que decía el señor 
Senador Arana en cuanto a que el proyecto de ley sea equilibrado. Si estuviera en la otra Cámara, tal vez 
le daría un poco más al huésped, que es el que ha tenido complicaciones. De todas maneras, reconozco 
que se vive hace muchos años una situación muy compleja y se ha realizado un trabajo bastante intenso - 
sé que es así- en particular en la zona Centro, por parte de organizaciones sociales. Me parece que sería 
bueno votar el texto porque siempre estaremos a tiempo de corregir o complementar algún artículo. Creo 
que aquí no quedan excluidos los mensuales ni el alquiler por tres días; simplemente se da un margen para 
determinadas situaciones más concretas. Por ejemplo, si uno hace uso de una pensión durante tres días y 
no paga, obviamente incurre en un incumplimiento. Por supuesto que lo es y tal vez no se tenga en cuenta 
en el texto, pero creo que es simplemente porque se trata de una casuística. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hablando como abogado, creo que la dificultad probatoria es que, como no se 
firma un contrato -todo se hace de modo verbal- alguien podría decir que le pagaban todos los días y 
acortar el plazo de definición, porque normalmente esto no pasa por el Juzgado. En realidad, acá se prevé 
un procedimiento diferente, con denuncias penales; es algo mucho más sumario que no tiene garantías 
procesales. 


SEÑOR ARANA.- De todas formas, siempre existe algún documento con el que se puede probar si se 
estaba alquilando por día o por semana. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aclaro que no hago estas observaciones con la intención de poner dificultades; tan 
solo pienso en los problemas de aplicación práctica que pueda haber después. 


SEÑOR ARANA.- Yo también se lo planteé a quienes estaban en el Ministerio, tratando de negociar esto 
de manera razonable. Sin embargo, pensamos que era mejor avanzar sustantivamente en aspectos que 
después pudieran ser complementados, si fuese necesario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que veo en este tema es una enorme clandestinidad, porque todas estas 
pensiones no están registradas en la Intendencia ni en ningún lado. 


El efecto positivo de un registro de pensiones va a ser su formalización; además, van a tener que 
tributar al Banco de Previsión Social y a la Dirección General Impositiva, porque se trata de actividades 


comerciales. Son como un hotel, ni más ni menos. 


SEÑOR LAPAZ.- Es una actividad comercial, pero también tiene mucho de un doble hogar, como en el 
caso de las pensiones para estudiantes. Muchas veces, el matrimonio que está al frente de una de ellas se 
constituye en los segundos padres en Montevideo de los estudiantes y cumplen una tarea que va más allá 
de la estrictamente comercial. No olvidemos que son pensiones donde se brinda servicio de alimentación, 
que atienden incluso a chicos que requieren algún tipo especial de comidas, como los celíacos o los 
diabéticos. En relación con el estudio, también se procura que los estudiantes tengan las condiciones 
necesarias de orden, tranquilidad y de un lugar determinado para estudiar. Pasa lo mismo con el préstamo 
de libros, pues muchas veces el matrimonio ha podido reunir una pequeña biblioteca -quizás con libros de 
sus propios hijos- que pone a disposición de la pensión de estudiantes. Por estos factores, me parece que 
su actividad va más allá de lo meramente comercial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todos modos, creo que desde el punto de vista de la Dirección General 
Impositiva esto se ve como la actividad comercial que es. Si alguien cobra por un servicio -por más que 
brinde todo el contenido social que se quiera- desde una visión tributaria, cumple -reitero- una actividad 
comercial. 


SEÑORA XAVIER.- Aparecerán situaciones sociales complejas, por las cuales algunos de estos casos no 
sean viables desde el punto de vista de lo que implique la formalización, y habrá mucha gente a la que 
habrá que brindar una alternativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esta situación se plantea con frecuencia en relación con las casas de salud y los 
hogares de ancianos, que están por todos lados pero que no tributan nada. Quizás si los pasamos a la 
obligación de tributar, muchos de ellos desaparecerían porque sus costos se encarecerían. Es un tema 
muy complejo. 


SEÑOR ARANA.-- En el caso de los ancianos que requieren en general atenciones específicas, e incluso 
de controles de salud y demás, a raíz de esa informalización se están dando una serie de irregularidades y 
-aparentemente- de malos tratos, que hay que tratar de ver si se mitigan, lo cual es difícil. De todas 
maneras, todo lo que tienda a regularizar actividades con el fin de beneficiar a quienes tienen las mayores 
dificultades -económicas, sociales, debidas a su género, a su edad o a su entorno familiar- es un avance. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Se tiene una cifra aproximada de cuánta gente se aloja en pensiones? 


SEÑOR ARANA.- No puedo decirlo con exactitud, pero es una población flotante de miles de personas. 
Esta disposición está planteada, fundamentalmente, para aquellos que suelen tener una situación precaria. 
Algunos casos son personas que tienen expectativas de conseguir el trabajo que acaban de perder; incluso 
hay señoras que trabajan en el servicio doméstico y que esperan que se les pueda brindar una alternativa 
de trabajo, con cama o sin cama, haciendo uso de su red de conexiones, tanto a nivel personal como 
mediante una agencia Suele ser bastante flotante, salvo en el caso de esos tipos de pensiones -ubicadas 
sobre todo en el Cordón- de estudiantes de las más diversas Facultades que vienen del interior. Eso es 
cierto; es un caso bastante específico. Estrictamente hablando, funcionan casi como hoteles, más que 
como pensiones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay otros comentarios, pasaríamos a votar los artículos que habían quedado 
postergados. 


SEÑOR LAPAZ.- Solicito que se lean, señor Presidente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 9*. 
(Se lee:) 


“Artículo 9”. (Seguimiento del cumplimiento de las obligaciones).- El Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, efectuará el control permanente de los establecimientos 


categorizados como pensiones a través de un sistema de monitoreo, recepción y procesamiento de 
denuncias efectuadas por los huéspedes. Si se comprobare la interrupción y/o falta de prestación continua 
de los servicios de hospedaje que debe suministrar el establecimiento, se aplicarán las sanciones 
dispuestas en el artículo 8* de la presente ley.” 


En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 10. 

(Se lee:) 


“Artículo 10. (Conversión en arrendamiento).- Vencido el plazo de inscripción o reinscripción sin 
que se verifiquen las mismas, o en caso de que éstas hubieran sido canceladas, el ocupante será 
considerado arrendatario o subarrendatario, en su caso, a todos los efectos del Decreto-Ley N* 14.219, de 
4 de julio de 1974, y leyes complementarias. No serán considerados arrendatarios o subarrendatarios el 
personal del establecimiento comercial y los parientes del titular de la pensión hasta el cuarto grado de 
consanguinidad, o segundo de afinidad de su cónyuge o concubino, según sea el caso.” 


En consideración. 


SEÑOR LAPAZ.- ¿Qué ocurre cuando el titular de la pensión no es el propietario de la finca y está 
alquilando? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este artículo dice que en el caso de pensiones clandestinas, no inscriptas, todos 
los que están viviendo allí serán considerados arrendatarios, vale decir que no se aplicaría, por ejemplo, la 
extinción del contrato que prevé el artículo 12. 


SEÑOR LAPAZ.- Pero, ¿qué sucede si quien está al frente de la pensión no es el dueño de la finca y es un 
inquilino? 


El artículo habla de los huéspedes, partiendo de la base de que quien está al frente de la pensión 
es el dueño de la finca, pero, ¿qué ocurriría si no fuera así? 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 11 dice: “En caso de que el titular de la pensión no fuese el propietario 
del inmueble donde se asienta la misma, si se procediera al desalojo, rescisión del contrato o cualquier otro 
proceso que suponga el reintegro del inmueble a quien corresponda por derecho, se deberá notificar la 
demanda por cedulón genérico a los huéspedes del bien en cada habitación individualizada”. Esta norma 
refiere a la situación en que alguien es arrendatario y, a su vez, tiene una pensión, por lo que no paga un 
alquiler. En ese caso, lo que hay que hacer es notificar la demanda por cedulón a todos los huéspedes. 


Es un tema muy complejo. 
SEÑOR ARANA.- Por supuesto, y es un asunto que fue discutido con los interesados y los propietarios. 


El segundo inciso del artículo 11 dice: “En la situación prevista en el inciso anterior, si la orden o 
intimación de desocupar el inmueble derivara del incumplimiento del titular de la pensión, esto no 
perjudicará a los huéspedes que no hubieran incurrido en tal conducta, sin perjuicio de las acciones que 
por ley correspondan al propietario del inmueble”. Entonces, ¿quiere decir que el propietario no puede 
desalojar a los huéspedes? 


SEÑORA XAVIER..- El artículo 11 ya fue votado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 11, precisamente, refiere a la hipótesis de que el titular del 
establecimiento no fuera propietario, sino arrendatario. Creo que en este caso hay una enorme duda 
jurídica porque el propietario no podría desalojar a los huéspedes. 


SEÑOR ARANA. ¿Por qué no puede? 
SEÑOR LAPAZ.- Porque son considerados arrendatarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como dice el artículo, si la orden o intimación de desocupar el inmueble derivara 
del incumplimiento del titular de la pensión, no perjudicará a los huéspedes que pagan regularmente. Es 
decir que en el caso de que el inmueble sea arrendado por el titular de la pensión o inquilinato, da la 
sensación de que no pueden sacar a los huéspedes, por lo que el propietario quedaría en una situación de 
indefensión. 


SEÑOR LAPAZ.- A su vez, está relacionado con el artículo 10, según el cual en el caso de que la pensión 
no esté inscripta, los huéspedes pasan a ser los arrendatarios. 


SEÑOR ARANA.- En el caso de no estar inscripta, deja de ser pensión. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Pero puede suceder que esté inscripta y el titular no pague. 


SEÑOR ARANA.- Supongo que se podrán tomar acciones individuales o colectivas contra las personas 
que no estén cumpliendo con sus obligaciones, asumiendo las responsabilidades del caso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo prevé que no se perjudicará a los huéspedes, así que no se les puede 
sacar. A mi juicio, esta es una situación que modifica los principios generales en materia de arrendamiento. 
Por tanto, aún cuando demoremos un poco el tratamiento del proyecto, me gustaría estudiar el tema. 


SEÑORA XAVIER.- En el caso de que el titular de la pensión no fuese propietario del inmueble, se 
presume simulado todo convenio de rescisión de contrato de arrendamiento o cualquier otra negociación 
que suponga la desocupación del inmueble, con participación del propietario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso siempre es a favor del huésped. El problema es cuando un propietario que 
actúa de buena fe se encuentra con que le incumplen el contrato de arrendamiento, ya sea porque no le 
pagan, porque están poniendo en estado ruinoso la finca, porque se vence el contrato o por cualquier otra 
hipótesis. 


En definitiva, me gustaría tomarnos una semana para analizar estos dos artículos -el 10 y el 11- 
porque me provocan grandes dudas. Por su puesto, no me mueve otro afán que no sea el de evitar 
situaciones injustas. Pensando en voz alta, se me ocurre que podría darse el caso de alguien que alquile 
una Casa para un uso de casa habitación -o sea, el destino más común- pero en los hechos el inquilino da 
alojamiento a ocho huéspedes sin consentimiento; en ese caso el dueño se puede encontrar en la situación 
de que no solamente no cobra el alquiler, sino que no les puede dar el desalojo. 


SEÑORA XAVIER.- Sería una situación nula, porque la casa no estaría registrada como pensión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pero el hecho es que el texto dice que no perjudicará a los huéspedes. Pienso 
que la redacción no es muy feliz. No sé muy bien qué se quiere decir con “perjudicar”, pero se puede 
entender como la posibilidad de no desalojar. El perjuicio más grande que podría recaer sobre los 
huéspedes es que se queden con sus cosas o que los desalojen. 


SEÑOR ARANA.- Por otra parte, no entiendo que la expresión “sin perjuicio de las acciones que por ley 
correspondan al propietario del inmueble” no se pueda comprender, justamente, como un derecho del 


propietario. ¿De qué otra manera se podría interpretar esta expresión? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como puede observarse, la redacción no es clara. Por eso vuelvo a decir que lo 
mejor sería que nos tomáramos una semana más para profundizar en su análisis. 


SEÑOR ARANA.- Pero, ¿de qué otra manera podría interpretarse la expresión “sin perjuicio de las 
acciones que por ley correspondan al propietario del inmueble”, si no es en su derecho? 


SEÑOR PRESIDENTE.- El propietario tendría que dar el desalojo a todos los huéspedes. 
SEÑOR ARANA.- ¿Pero no puede hacerlo? 


SEÑOR PRESIDENTE.- El tema es que eso implica una modificación radical a la ley. Por supuesto, como 
toda ley, se puede modificar, pero hay que tener en cuenta la conveniencia o no de tal modificación. Es un 
tema realmente complejo porque, además, en el caso de que se tratara de catorce huéspedes, el 
propietario tendría que iniciar catorce desalojos. 


SEÑOR ARANA.- Pero de otra manera esa gente sería la más perjudicada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pensemos en otra hipótesis. Tomemos en cuenta el contexto de todas las normas: 
si la pensión fuera clandestina, en cuyo caso los huéspedes se convierten en arrendatarios según este 
proyecto, también pasan a tener esa condición frente al propietario y cuando éste quiera desalojar al 
arrendatario porque incumplió, se va a encontrar, por ejemplo, con diez arrendatarios más, en una relación 
contractual que, de pronto, el propietario ignora. Entonces, ¿cómo los saca? Pensemos que un huésped 
puede decir “yo estoy pagando”. De modo que es una situación compleja. 


SEÑOR ARANA.- Reconozco que puede ser una situación compleja, pero parecería poco responsable que 
un propietario no se entere de que en su casa arrendada han instalado una pensión, por más clandestina 
que sea. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Insisto en que me gustaría estudiar más este tema, pues en la práctica se pueden 
dar situaciones de extrema complejidad y no debemos olvidar que en esta materia se han inventado todas 
las chicanas posibles. 


Además, debemos tener en cuenta la ligazón de un artículo con otro y que en la práctica estas 
disposiciones convertirían a todos en arrendatarios. 


SEÑORA XAVIER.- El arrendatario tiene derecho a no irse de la casa por cinco años y eventualmente 
dispone de un año más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En ese caso, el propietario queda muy desamparado. 
SEÑORA XAVIER.- Sin dudas; queda protegido el huésped. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Considero conveniente que consultemos acerca de esta redacción, porque hay 
situaciones en las que no está implicado el propietario y presentan una gran complejidad. No es así cuando 
se trata del propietario, porque ya se sabe que es el responsable. Sin embargo, en estos otros casos -es 
decir, en situaciones de arrendamiento- me parece que pueden existir problemas de interpretación. 


SEÑOR LAPAZ.- Ya que vamos a consultar por los artículos 10 y 11, pienso que también podríamos 
hacerlo por el 12. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, con el mejor espíritu de aportar, pediríamos una opinión, pero sin 
olvidar las situaciones complejas que hemos vivido en este sentido. 


SEÑOR ARANA.- Lo que se procura es respaldar a quien suponemos más debilitado, sin perjuicio de que, 
de pronto, es cierto que algún propietario podría verse injustamente afectado. 


SEÑORA XAVIER.- Tengo en mi poder una publicación de la zona Centro, en la que se informa del 
resultado de una comisión que realizó un relevamiento que abarcó dieciocho pensiones de las más de 
doscientas que hay en esa área. En ese 5% elegido al azar, se alojaban quinientas personas, de las cuales 
trescientas setenta eran adultos y el resto niños y adolescentes. Se supo que en una habitación de diez 
metros cuadrados llegan a vivir, en promedio, entre tres y cuatro personas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En lo personal, puedo decir que conozco las pensiones, ya que viví en ellas 
cuando vine a estudiar a Montevideo. Antes había pensiones que eran muy tradicionales, muy conocidas, y 
uno tenía buenas experiencias en ese sentido; ahora es diferente, es otro mundo. 


SEÑOR ARANA.- Se alquilaban casas -no pensiones- que, tradicionalmente, se pasaban de generación en 
generación. Es decir que no eran pensiones sino casas habitadas donde vivían seis o siete muchachos, 
pero eso escapa totalmente a esta situación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hoy es más común arrendar un apartamento entre varios, pero para ello se 
necesita garantía de propiedad en Montevideo. 


Entonces, la consideración de estos artículos quedaría postergada hasta que hagamos algunas 
consultas a ese respecto. 


En consideración el artículo 14. 
SEÑORA XAVIER.- ¿Este artículo había sido aplazado? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, señora Senadora. 
SEÑOR LAPAZ.- Me parece que había que agregar lo concerniente a la habilitación de bomberos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está claro que se necesita la habilitación. Esto surge de la ley, al no tratarse de un 
solo grupo familiar. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 14. 

(Se vota:) 

4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Corresponde votar si se reconsidera el artículo 11 para estar en condiciones de aplazarlo. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD 


De acuerdo con lo expresado, se posterga para la próxima sesión el análisis de los artículos 10, 
11 y 12. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 14 y 5 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


